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diente de la Comunidad Autónoma
de las Islas Baleares.

DISPOSICIONES FINALES

Primera

Se faculta al Gobierno para dictar
por Decreto cuantas medidas sean
conducentes a la ejecución de lo dis-
puesto en esta Ley.

Segunda
Quedarán derogadas cuantas dis-

posiciones se opongan a lo estableci-
do en la presente Ley.

Por tanto, ordeno que todos los
ciudadanos guarden esta Ley y que
los Tribunales y las Autoridades a
quienes corresponda la hagan guar-
dar.

Dado en Palma de Mallorca a vein-
ticuatro de octubre de mil novecien-
tos ochenta y cuatro.—El Presidente,
Gabriel Gañellas Fons.

5. CANARIAS

Ley Orgánica 10/1982, de 10 de agosto, de Estatuto de
Autonomía de Canarias («BOE», núm. 195, de 16 de agosto
de 1982) (extracto).

TITULO PRIMERO
De las Instituciones

de la Comunidad Autónoma

Artículo 7."

1. Los poderes de la Comunidad
Autónoma se ejercen a través del Par-
lamento, del Gobierno y de su Pre-
sidente.

2. Las islas tendrán además su
administración propia en forma de
Cabildos, que seguirán regulándose
por su legislación específica. Ejerce-
rán, asimismo, las funciones que este
Estatuto les reconoce.

SECCIÓN SEGUNDA

Del Gobierno y de la Administración
de la Comunidad Autónoma

Artículo 14

Corresponde al Gobierno de Ca-
narias:

1. Las funciones ejecutivas y ad-
ministrativas, de conformidad con lo

que establece el presente Estatuto.
2. La potestad reglamentaria.
3. La planificación de la política

regional y la coordinación de la polí-
tica económica insular con la regio-
nal, teniendo en cuenta las necesida-
des de cada isla.

4. La interposición de recursos
de inconstitucionalidad y cuantas fa-
cultades le atribuya la Ley Orgánica
del Tribunal Constitucional.

5. Cualquier otra potestad o fa-
cultad que le sea conferida por las
Leyes.

Artículo 15

1. El Gobierno de Canarias está
compuesto por el Presidente, el Vi-
cepresidente y los Consejeros.

2. Una Ley del Parlamento cana-
rio determinará su composición y sus
atribuciones, así como el Estatuto de
sus miembros.

3. El número de miembros del
Gobierno no excederá de once.
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Artículo 16

1. El Parlamento elegirá de entre
sus miembros al Presidente del Go-
bierno canario, cuyo mandato será de
cuatro años.

2. El Presidente del Parlamento,
previa consulta con las fuerzas políti-
cas representadas en el mismo, y oída
la Mesa, propondrá un candidato a
Presidente del Gobierno canario. El
candidato presentará su programa al
Parlamento. Para ser elegido, el can-
didato deberá obtener en primera vo-
tación mayoría absoluta; de no obte-
nerla, se procederá a una nueva vota-
ción pasadas cuarenta y ocho horas,
y la confianza se entenderá otorgada
si obtuviera mayoría simple. Caso de
no conseguirse dicha mayoría, se tra-
mitarán sucesivas propuestas en la
forma prevista anteriormente. Si
transcurrido el plazo de dos meses, a
partir de la primera votación de in-
vestidura, ningún candidato hubiere
obtenido la confianza del Parlamen-
to, éste quedará automáticamente di-
suelto, procediéndose a la convocato-
ria de nuevas elecciones para el mis-
mo. El mandato del nuevo Parlamen-
to durará, en todo caso, hasta la fe-
cha en que debiera concluir el del
primero.

3. Una vez elegido, el Presidente
será nombrado por el Rey.

Artículo 17

1. El Presidente designa y separa
libremente al Vicepresidente y a los
restantes miembros del Gobierno, di-
rige y coodina su actuación y ostenta
la más alta representación de Cana-
rias y la ordinaria del Estado en el
archipiélago.

2. El Vicepresidente, que deberá
tener en todo caso la condición de
Diputado, sustituye al Presidente en
caso de ausencia, vacante o enfer-
medad.

Artículo 18

1. El Gobierno responde solida-
riamente de su gestión política ante
el Parlamento canario.

2. Los miembros del Gobierno
sólo podrán ser detenidos durante su
mandato en caso de flagrante delito
cometido en el ámbito territorial de
Canarias, correspondiendo decidir
sobre su inculpación, prisión, proce-
samiento y juicio al Tribunal Superior
de Justicia de Canarias. Fuera de di-
cho ámbito territorial, la responsabi-
lidad penal será exigible en los mis-
mos términos ante la Sala de lo Pe-
nal del Tribunal Supremo.

Artículo 19

1. El Gobierno cesa tras la cele-
bración de elecciones al Parlamento,
en los casos de pérdida de la confian-
za parlamentaria y por dimisión, in-
capacidad o fallecimiento del Pre-
sidente.

2. El Gobierno cesante continua-
rá en sus funciones hasta la toma de
posesión del nuevo Gobierno, que
tendrá lugar en el plazo máximo de
quince días, a contar de la fecha de
nombramiento del Presidente.

Artículo 20

1. El Parlamento puede exigir la
responsabilidad política del Gobier-
no mediante la adopción, por mayo-
ría absoluta, de la moción de censu-
ra. Toda moción de censura debe in-
cluir el nombre del candidato a la
presidencia y ser presentada, al me-
nos, por el 15 por 100 de los miem-
bros del Parlamento.

2. Los signatarios de una moción
de censura rechazada no podrán pre-
sentar otra durante el mismo período
de sesiones.
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Artículo 21

1. Corresponde a la Comunidad
Autónoma la creación y organización
de su propia Administración Pública,
dentro de los principios generales y
normas básicas del Estado.

2. La organización de la Admi-
nistración Pública canaria responde-
rá a los principios de eficacia, econo-

mía y máxima proximidad a sus ciu-
dadanos.

3. La Comunidad Autónoma po-
drá ejercer sus funciones administra-
tivas, bien directamente, bien por de-
legación, a través de órganos depen-
dientes del Gobierno canario o de los
Cabildos Insulares, de conformidad
con lo que disponga una Ley del Par-
lamento canario.

• Ley 1/1983, de 14 de abril, del Gobierno y Administración
Pública de la Comunidad Autónoma («BOE», núm. 138, de
10 de junio de 1983).

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I. Marco legal

El artículo 15.2 de la Ley Orgáni-
ca 10/1982, de 10 de agosto (R. 836),
del Estatuto de Autonomía de Cana-
rias, dispone que una Ley del Parla-
mento Canario determinará la com-
posición y atribuciones del Gobierno,
así como el estatuto de sus miembros.

Por su parte, el artículo 21.1 del
propio Esta tuto establece que
«corresponde a la Comunidad Autó-
noma la creación y organización de
su propia Administración Pública,
dentro de los principios generales y
normas básicas del Estado».

En el primer caso, el propio man-
dato estatutario impone la necesidad
de remitir al Parlamento, para su
aprobación, un Proyecto de Ley re-
guladora del Gobierno en sus aspec-
tos orgánico, funcional y competen-
cial, incluyendo lo relativo al estatuto
de los miembros que lo componen.

Respecto a la Administración Pú-
blica, si bien no hay, como para el
Gobierno, una norma que imperati-
vamente exija que sea regulada por
Ley, no hay duda de que las íntimas
conexiones entre una y otra, de una
parte, y la necesidad de dotarla de

una articulación que asegure su ac-
tuación según los dictados de la ob-
jetividad en la consecución de los fi-
nes generales que demanda el artícu-
lo 103 de la vigente Constitución
(Rep. Leg. 1978, 2836), de otra, en
buena medida reclaman que se dé un
tratamiento de conjunto a la Admi-
nistración y al Gobierno, y por otra
parte de un tercero que puede garan-
tizar adecuadamente la referida obje-
tividad. Una y otra sólo pueden con-
seguirse adecuadamente sometiendo
al Parlamento un Proyecto de la Ad-
ministración, tal que forme un cuer-
po legal único con lo referido al Go-
bierno. De aquí que se haya refundi-
do en un mismo texto el tratamiento
de ambas instituciones. Lo cual, por
otro lado, no constituye una renuncia
del Gobierno a la potestad organiza-
tiva que sobre la Administración le
corresponde y que nadie pone en
duda, sino, antes al contrario, supo-
ne búsqueda de una regulación de
rango jurídicamente superior que
trasponga al ámbito de la Comunidad
Autónoma los preceptos constitucio-
nales y de cumplimiento al artícu-
lo 22.2 del Estatuto de Autonomía
(citado).
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